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                                                                                         Concepto 5354


Bogotá, D.C., abril 27 de 2012
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
Demanda de inconstitucionalidad contra una expresión del artículo 151 del Decreto 1400 de 1970, modificado por el artículo 1º, numeral 88 del Decreto 2282 de 1989. 

Demandante: Nicolás Arocha Roldán y Daniela Sanclemente Machado.

Magistrado Ponente: HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO.

Expediente D-8979.

Concepto 5354
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2°, y 278, numeral 5°, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que instauraron los ciudadanos NICOLÁS AROCHA ROLDÁN y DANIELA SANCLEMENTE MACHADO, quienes en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1°, de la Carta, solicitan que se declare la inconstitucionalidad de una expresión del artículo 151 del Código de Procedimiento Civil, cuyo texto se cita enseguida, con lo demandado en negritas.
DECRETO 1400 DE 1970
(agosto 6)

Diario Oficial No. 33.150 de 21 de septiembre de 1970

<Texto original con las modificaciones introducidas por el Decreto 2019 de 1970>

Por los cuales se expide el Código de Procedimiento Civil.

<Resumen de Notas de Vigencia>
EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA,

En ejercicio de las facultades extraordinarias que le confirió la

Ley 4a. de 1969 y consultada la comisión asesora que ella estableció,

DECRETA:

(…)

ARTÍCULO 151. OPORTUNIDAD Y PROCEDENCIA DE LA RECUSACION. <Artículo  modificado por el artículo 1, numeral 88 del Decreto 2282 de 1989. El nuevo texto es el siguiente:> Podrá formularse la recusación en cualquier momento del proceso, de la ejecución de la sentencia, de la complementación de la condena en concreto de la actuación para practicar pruebas o medidas cautelares anticipadas. 

No podrá recusar quien, sin formular la recusación, haya hecho cualquier gestión en el proceso después de que el juez haya asumido su conocimiento, si la causal invocada fuere anterior a dicha gestión, ni quien haya actuado con posterioridad al hecho que motiva la recusación. En estos casos la recusación debe ser rechazada de plano. 

No habrá lugar a recusación cuando la causal se origine por cambio de apoderado de una de las partes, a menos que la formule la parte contraria. En este caso, si la recusación prospera, en la misma providencia se impondrá en quien hizo la designación y al designado, solidariamente, una multa de cinco a diez salarios mínimos mensuales. 

No serán recusables, ni podrán declararse impedidos, los magistrados o jueces a quienes corresponde conocer de la recusación, ni los que deben dirimir los conflictos de competencia, ni los funcionarios comisionados. 

Cuando la recusación se base en causal diferente a las contenidas en el artículo 150, el juez debe rechazarla de plano. 

En los casos en que procede el rechazo, el auto que así lo disponga no tiene recurso alguno. 

1. Planteamiento de la demanda.

Los actores consideran que la expresión demandada, al disponer que los funcionarios comisionados no pueden declararse impedidos ni ser recusados, vulnera los artículos 2°, 13, 29, 209, 228, 229 y 230 Superiores, el artículo 88.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 14.1 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, incorporados al bloque de constitucionalidad por el artículo 93 Superior.

Aducen la expresión en comento es irrazonable, pues los funcionarios comisionados tienen a su cargo la tarea de practicar pruebas, lo cual se traduce en la decisión del juez de conocimiento y, por ende, en el resultado del proceso. Esta expresión no responde a los principios de imparcialidad y de independencia, que deben caracterizar la actuación de la administración de justicia. Para sustentar su dicho, trae a cuento algunos apartes de las Sentencias C-390 de 1993, C-157 de 1998, C-392 de 2000 y T-66 de 2005, y los artículos 31 y 34 del Código de Procedimiento Civil.

2. Existencia de cosa juzgada constitucional.
La exequibilidad del artículo 151 del Código de Procedimiento Civil, que es la norma en la cual está contenida la expresión ahora demandada, fue objeto del análisis de la Corte en la Sentencia C-019 de 1996. En esta sentencia se declara exequible el artículo en comento y se precisa que dicha declaración se extiende al artículo completo. En palabras de la Corte: 

(…)

Quinta.-  Por qué tampoco se viola el artículo 8o. de la Convención Interamericana de Derechos Humanos.

(…)

Las normas que consagran las causales de impedimento y recusación, se han dictado, precisamente, para garantizar la imparcialidad del juez. El que existan las causales, fijadas por la ley y no por el capricho de las partes, garantiza, dentro de lo posible, la imparcialidad del juez y su  independencia de toda presión, es decir, que sólo esté sometido al imperio de la ley.

(…)

No se ve, en consecuencia, por qué las normas acusadas quebranten el señalado artículo de la Convención Interamericana de los Derechos Humanos.

(…)
Con base en lo expuesto la Corte Constitucional declarará la exequibilidad de las normas acusadas.
Pero, como los apartes demandados tienen una conexión indisoluble con el resto de los artículos correspondientes, la declaración de exequibilidad se extenderá a los artículos completos, pues no se encuentra en ellos nada que contraríe la Constitución, como se explicará. Dicho de otra manera, si los apartes acusados son exequibles, es porque su exequibilidad resulta de analizarlos en conjunto con el resto del artículo al cual pertenecen. 

(…)

El 151 regula la oportunidad y la procedencia de la recusación, y prevé cuándo ésta puede rechazarse de plano. El inciso demandado prevé que el auto que rechaza la recusación, no es susceptible de recurso alguno.  Tampoco hay en este artículo 151 nada opuesto a la Constitución. 

Al comparar los contenidos normativos revisados por la Corte en esta sentencia, en la cual se hizo una integración normativa, y los que se relacionan en el caso sub examine, se observa que en ambas ocasiones se cuestiona la regulación legal del instituto jurídico de la recusación en el proceso civil, con argumentos relativos al debido proceso y a los principios rectores de la administración de justicia.

En fecha posterior a la Sentencia C-019 de 1996 y anterior a la fecha de presentación de la demanda sub examine, se presentó otra demanda contra el artículo 151 del Código de Procedimiento Civil. Al decidir este caso en la Sentencia C-876 de 2003, y después de precisar el alcance de la cosa juzgada constitucional, la Corte se estuvo a lo resuelto en la Sentencia C-019 de 1996. En palabras de la Corte:
En aras del respeto al precedente que considera que cuando en la sentencia se ha declarado una cosa juzgada absoluta no hay lugar a pronunciarse nuevamente sobre la norma mientras no cambie el ordenamiento constitucional, se seguirá aquí la doctrina constitucional. En consecuencia, respecto de la disposición acusada no hay lugar a pronunciarse nuevamente por presentarse el fenómeno de la cosa juzgada constitucional. Así las cosas, en esta oportunidad la Corte se estará a lo resuelto en la sentencia C-019 de 1996.
(…)

ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-019 de 1996, que declaró EXEQUIBLE en su totalidad el artículo 151 del Código de Procedimiento Civil, tal y como fuera modificado por el numeral 88 del artículo 1 del Decreto Ley 2282 de 1989.

3. Conclusión.
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que declare ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-019 de 1996, respecto de la exequibilidad del artículo 151 del Código de Procedimiento Civil, tal y como fuera modificado por el numeral 88 del artículo 1° del Decreto Ley 2282 de 1989. 

Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

LJMO/Nroa
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